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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
17340 Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban 

medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para 
la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

I

Tras la declaración por la Organización Mundial de la Salud de la pandemia 
internacional provocada por la COVID-19 el pasado 11 de marzo y la rápida propagación 
de esta enfermedad, tanto en el ámbito nacional como internacional, los Estados miembros 
de la Unión Europea adoptaron con rapidez medidas coordinadas de emergencia para 
proteger la salud de la ciudadanía y evitar el colapso de la economía.

Estas medidas destinadas a actuar sobre los factores que inciden en la propagación, 
y que se están extendiendo en el tiempo como consecuencia de la segunda ola de la 
pandemia, están teniendo un drástico impacto económico y social en el conjunto de los 
países de la Unión Europea, motivando la necesidad de reaccionar de forma rápida y de 
adoptar medidas urgentes y contundentes con el objetivo de amortiguar el impacto de esta 
crisis sin precedentes, e impulsar la pronta recuperación económica, sentando las bases 
del crecimiento de las próximas décadas.

El Consejo Europeo del 21 de julio de 2020, consciente de la necesidad en este 
momento histórico de un esfuerzo sin precedentes y de un planteamiento innovador que 
impulsen la convergencia, la resiliencia y la transformación en la Unión Europea, acordó 
un paquete de medidas de gran alcance.

Estas medidas aúnan el futuro marco financiero plurianual (MFP) para 2021-2027 
reforzado y la puesta en marcha de un Instrumento Europeo de Recuperación («Next 
Generation EU») por valor de 750 000 millones de euros en precios constantes del año 2018.

Este Instrumento Europeo de Recuperación, que implicará para España unos 140 000 
millones de euros en forma de transferencias y préstamos para el periodo 2021-26, se 
basa en tres pilares:

1.  La adopción de instrumentos para apoyar los esfuerzos de los Estados miembros 
por recuperarse, reparar los daños y salir reforzados de la crisis.

2.  La adopción de medidas para impulsar la inversión privada y apoyar a las 
empresas en dificultades.

3.  El refuerzo de los programas clave de la Unión Europea para extraer las 
enseñanzas de la crisis, hacer que el mercado único sea más fuerte y resiliente y acelerar 
la doble transición ecológica y digital.

La movilización de un volumen tan importante de recursos abre una oportunidad 
extraordinaria para nuestro país, comparable a los procesos de transformación económica 
producidos a raíz de la incorporación a las Comunidades Europeas en los años 80 o la 
creación del Fondo de Cohesión europeo en mitad de los 90.

La rápida absorción de este volumen de recursos acelerará la recuperación del nivel 
de empleo y actividad económica y también resultará clave para la transformación del 
modelo económico español, para que esa recuperación sea verde, digital, inclusiva y 
social.

Se pondrán en marcha inversiones, transformaciones y reformas estructurales dirigidas 
a la transición hacia una economía y sociedad climáticamente neutras, sostenibles, 
circulares, respetuosas con los límites impuestos por el medio natural, y eficientes en el 
uso de recursos. Asimismo, se desplegará la agenda España Digital 2025 con el fin de 
impulsar la conectividad y la ciberseguridad, la digitalización de la Administración y del 
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tales como la elevación del umbral económico para la presentación de una cuenta 
justificativa simplificada y para la acreditación de que se encuentran al corriente en el 
cumplimiento de las obligaciones tributarias y de la Seguridad Social, o la posibilidad de 
realizar compensaciones entre los conceptos presupuestados, siempre que se dirijan a 
alcanzar el fin de la subvención, en las memorias económicas a presentar.

XIV

El Capítulo VI del Título IV está dedicado a las especialidades en materia de evaluación 
ambiental en los proyectos del Plan Recuperación, Transformación y Resiliencia.

En el mismo, y en las disposición final tercera, se modifica la Ley 21/2013, de 9 de 
diciembre, de Evaluación ambiental con el fin de dotar de mayor agilidad y seguridad 
jurídica a los procedimientos de evaluación ambiental, y facilitar así la tramitación de 
proyectos que permitan impulsar la reactivación económica, especialmente en el marco de 
los planes de inversión en las áreas de las tecnologías limpias, el uso de energías 
renovables y de eficiencia energética del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia de la 
Unión Europea, al tiempo que se garantiza la protección del medioambiente.

Se trata de reducir los plazos de resolución en las distintas fases del procedimiento de 
evaluación ambiental. En concreto, se reducen los plazos en el procedimiento de 
evaluación ambiental estratégica de planes y programas y de proyectos, estableciéndose 
adicionalmente una reducción de plazos en los procedimientos de evaluación de impacto 
ambiental simplificada y en los plazos para publicar o, en su caso, notificar, las resoluciones 
de los procedimientos de esta naturaleza.

XV

Finalmente, en el último capítulo del Título IV se recogen como instrumentos de 
colaboración público-privada para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia de la agrupaciones para la presentación de solicitudes a convocatorias de 
ayudas para actividades vinculadas con el Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia de la Economía Española, como canales para afrontar proyectos de la 
envergadura que supone dicho Plan, y en el que los miembros tendrán de manera conjunta 
la consideración de beneficiarios de la subvención, y serán responsables solidariamente 
respecto del conjunto de actividades subvencionadas a desarrollar por la agrupación, 
incluyendo la obligación de justificar, el deber de reintegro o de reembolso de cuotas de 
préstamos, y las responsabilidades por infracciones.

Con la misma finalidad se recoge un régimen especial de los consorcios para la 
ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de la Economía 
Española, pudiéndose crear previo informe favorable del Comité Técnico sin necesidad de 
la autorización legal que exige la Ley 40/2015, de 1 de octubre.

Asimismo, se adapta la actual regulación de la empresa de economía mixta que 
contempla la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, a las colaboraciones público-privadas que 
está previsto que nazcan bajo el paraguas del Plan de Recuperación y se facilita la 
agilización y flexibilización del procedimiento de selección del socio de la futura empresa 
de economía mixta, pero dentro de los límites que marca el derecho europeo.

XVI

En las disposiciones adicionales se recoge la creación del Registro estatal de entidades 
interesadas en los PERTE, para articular dichos proyectos estratégicos, y la posibilidad de 
utilizar una retribución variable por consecución de objetivos y por asignación de funciones 
adicionales a tiempo parcial, como instrumentos que sirvan para compensar el desempeño 
del personal adscrito a las unidades o grupos de trabajo sin consideración de unidad que 
tengan asignada funciones referidas a la ejecución de los fondos europeos del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia en las modalidades recogidas en el presente 
real decreto-ley. cv
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En la disposición final primera se recoge el título competencial del real decreto-ley.
En la disposición final segunda se recogen las modificaciones de la Ley 40/2015, de 1 

de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, fruto de las diferentes medidas 
recogidas en el real decreto ley.

En la disposición final tercera se incorporan las modificaciones requeridas en la 
Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental para la simplificación de las 
tramitaciones en materia medioambiental.

En la disposición final cuarta se modifica la disposición adicional segunda de la 
Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018.

La disposición final quinta modifica la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

La disposición final sexta modifica la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio 
Natural y de la Biodiversidad con el objetivo de transformar el Fondo para el Patrimonio 
Natural y la Biodiversidad en el «Fondo de restauración ecológica y resiliencia».

La disposición final séptima modifica el Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de 
diciembre, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley de prevención y control 
integrados de la contaminación y la disposición adicional octava modifica el Real Decreto 
815/2013, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de emisiones industriales 
y de desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la 
contaminación, con el fin de agilizar los plazos previstos para la concesión de la 
autorización ambiental integrada a las instalaciones de titularidad pública o privada en las 
que se desarrolle alguna de las actividades industriales incluidas en las categorías 
enumeradas en las citadas normas.

Con respecto al Texto refundido de la Ley de prevención y control integrados de la 
contaminación, se modifica el artículo 19 para reducir el plazo de emisión del informe del 
organismo de cuenca que es preceptivo y vinculante. También se modifica el artículo 21, 
con el fin de reducir el plazo máximo para resolver del órgano competente para otorgar la 
autorización ambiental integrada, transcurrido el cual podrá entenderse desestimada la 
solicitud presentada.

Por otro lado, se modifica el artículo 15 del Reglamento de emisiones industriales y de 
desarrollo de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la 
contaminación, que regula el procedimiento simplificado de modificación sustancial de la 
autorización, para reducir el plazo para el otorgamiento de la autorización ambiental 
integrada y el informe de organismo de cuenca.

Por razones de coherencia, es preciso modificar los plazos previstos en ambas normas 
porque carecería de sentido reducir los plazos de tramitación del procedimiento ordinario, 
sin modificar los relativos al procedimiento simplificado de modificación sustancial, si bien 
en este último caso, por razones de mayor seguridad jurídica, la modificación guardará 
rango reglamentario al afectar a un real decreto.

Finalmente, la disposición final novena lleva a cabo la modificación de la Ley 14/2011, 
de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación. Respecto del artículo 34, con 
carácter general, se considera que en los convenios subscritos en el ámbito de la I+D+I 
es más idóneo vincular la vigencia del convenio a la especificidad de su objeto, puesto 
que es muy difícil a priori valorar si los plazos que aquí se estipulan son los más 
adecuados para su cumplimento. El Tribunal Constitucional en la STC 132/2018, de 13 
de diciembre de 2018 (F.J. 7, b) concluye que la previsión de un plazo de vigencia de los 
convenios efectuada por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, va estrechamente vinculada al 
ciclo político y al acervo presupuestario español que racionaliza el gasto público y facilita 
el control económico. En cuanto al ciclo político debe destacarse que los proyectos en el 
ámbito de la I+D+I dada su singularidad acostumbran a superarlo. Afortunadamente la 
ciencia ofrece grandes consensos y, en todo caso, los convenios ya contemplan 
mecanismos para su resolución o denuncia que permiten poner fin a la colaboración si 
es voluntad de una de las partes, con las garantías que la Ley 40/2015, de 1 de octubre 
y el propio convenio establecen. En cuanto al acervo presupuestario señalar que el 
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Artículo 64.  Tramitación anticipada de las subvenciones.

Se permite la tramitación anticipada sin crédito disponible de las subvenciones 
financiables con fondos europeos, con exclusión de la aplicación de los requisitos del 
artículo 56 Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, 
aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, siempre que se acredite que se ha 
solicitado la modificación presupuestaria necesaria para la disposición del crédito aplicable 
y la concesión de esta quede supeditada a la aprobación de dicha modificación.

Artículo 65.  Concesión de incentivos regionales.

Se podrá exceptuar por la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos 
en estos casos el umbral previsto en el art. 5.2 de la Ley 50/1985, de 27 de diciembre, de 
incentivos regionales para la corrección de desequilibrios económicos interterritoriales, que 
atribuye a dicha Comisión Delegada la competencia para la concesión de incentivos 
regionales cuando se trate de proyectos de cuantía superior a los 15 millones de euros.

CAPÍTULO VI

Especialidades en materia de evaluación ambiental

Artículo 66.  Especialidades en materia de evaluación ambiental en los proyectos del Plan 
Recuperación, Transformación y Resiliencia.

A los efectos de lo previsto en el artículo 8.3 de la Ley 21/2013, de 21 de diciembre, se 
entenderá que concurren circunstancias excepcionales en el caso de los proyectos 
financiados total o parcialmente mediante el Instrumento Europeo de Recuperación, 
cuando se trate de meras modernizaciones o mejoras de instalaciones ya existentes, que 
no supongan construcción de nueva planta, aumento de la superficie afectada o adición de 
nuevas construcciones ni afección sobre recursos hídricos y entre cuyos requisitos se 
incorporen para su financiación y aprobación la mejora de las condiciones ambientales, 
tales como la eficiencia energética o del empleo de recursos naturales, la reducción de su 
impacto ambiental o la mejora de la sostenibilidad de la instalación ya existente.

CAPÍTULO VII

Instrumentos de colaboración público-privada para la ejecución del Plan 
de Recuperación, Transformación y Resiliencia de la Economía Española

Artículo 67.  Agrupaciones para la presentación de solicitudes a convocatorias de ayudas 
para actividades vinculadas con el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 
de la Economía Española.

1.  Las bases reguladoras para la concesión de subvenciones de actividades 
vinculadas con el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de la Economía 
Española podrán establecer que puedan ser beneficiarias las agrupaciones de personas 
físicas o jurídicas, públicas o privadas sin personalidad, en los términos previstos en el 
apartado 3 del artículo 11 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

2.  Los miembros de la agrupación deberán suscribir, con carácter previo a la 
formulación de la solicitud, un acuerdo interno que regule su funcionamiento, sin que sea 
necesario que se constituyan en forma jurídica alguna para ello. El acuerdo de agrupación 
debería incluir, por lo menos, los siguientes aspectos:

a)  Compromisos de ejecución de actividades asumidos por cada miembro de la 
agrupación.

b)  Presupuesto correspondiente a las actividades asumidas por cada miembro de la 
agrupación, e importe de la subvención a aplicar en cada caso.
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documentación complementaria prevista en la normativa reguladora de gestión contable, 
a fin de posibilitar el seguimiento de lo previsto en este artículo por la Intervención 
Delegada competente.

Asimismo, se destinará a financiar en el ejercicio 2021 actuaciones cofinanciadas o 
financiadas con fondos procedentes de la Unión europea la dotación de 30.000,00 miles 
de euros consignada en la aplicación 28.12.467C.749.07 «Al CDTI para proyectos de 
I+D+i empresarial cofinanciados por el FEDER».

A tal efecto en las convocatorias o actuaciones a las que se apliquen estos créditos, el 
organismo o entidad responsable, informará del importe destinado a financiar operaciones 
en las diferentes regiones.

2.  La Agencia Estatal de Investigación será la gestora de los retornos de fondos 
europeos procedentes de certificaciones realizadas por los siguientes órganos 
dependientes de la extinta Secretaría de Estado de Investigación, Desarrollo e Innovación, 
suprimidos a través del Real Decreto 1067/2015, de 27 de noviembre, por el que se crea 
la Agencia Estatal de Investigación y se aprueba su Estatuto: Secretaría General de 
Ciencia, Tecnología e Innovación, Dirección General de Investigación Científica y Técnica, 
y Dirección General de Innovación y Competitividad. La Agencia Estatal de Investigación 
será competente para proponer y tramitar las operaciones contables necesarias para la 
amortización de los correspondientes anticipos, así como para recibir y gestionar los 
fondos retornados e incorporarlos a su presupuesto.

Disposición transitoria única.  Aplicación de las modificaciones de la Ley 21/2013, de 9 de 
diciembre, de evaluación ambiental.

Los plazos previstos en la disposición final tercera del presente real decreto-ley serán 
de aplicación a los procedimientos de evaluación ambiental regulados en la Ley 21/2013, 
de 9 de diciembre, que se inicien a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.

1.  Se deroga el artículo 7.2 del Real Decreto-ley 4/2011, de 8 de abril, de medidas 
urgentes de impulso a la internacionalización mediante la creación de la entidad pública 
empresarial «Instituto Español de Comercio Exterior» (ICEX), en tanto en cuanto atribuye 
a ICEX España Exportación e Inversiones la consideración de medio propio, así como los 
artículos 4.1.ll, las referencias a la condición de medio propio en el último inciso del artículo 
29 y el artículo 30 del Real Decreto 1636/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba 
el Estatuto de la Entidad Pública Empresarial Instituto Español de Comercio Exterior 
(ICEX).

2.  Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango que 
se opongan a lo establecido en el presente real decreto-ley.

Disposición final primera.  Títulos competenciales.

1.  Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª, 
14.ª, 15.ª, 18.ª, 23.ª, que atribuyen al Estado competencia exclusiva en materia de bases 
y coordinación de la planificación general de la actividad económica; Hacienda y Deuda 
del Estado; fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica; las 
bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de 
sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común 
ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades 
derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre 
expropiación forzosa; legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el 
sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas; y legislación básica 
sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades 
Autónomas de establecer normas adicionales de protección.
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Cuatro.  Se añade una disposición adicional vigesimoquinta, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional vigesimoquinta.  Régimen jurídico aplicable a la entidad 
pública empresarial Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía.

El Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE) preservará su 
naturaleza de entidad pública empresarial y, con las especialidades contenidas en 
su legislación específica, se regirá por las disposiciones aplicables a dichas 
entidades en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, a excepción de lo dispuesto en los artículos 103.1 y 107.3 de la Ley, 
exclusivamente en lo que se refiere a la financiación mayoritaria con ingresos de 
mercado.»

Cinco.  Se añade una disposición adicional vigesimoctava con la siguiente redacción:

«Disposición adicional vigesimoctava.  Régimen jurídico aplicable a la Entidad 
Pública Empresarial ICEX España Exportación e Inversiones.

La Entidad Pública Empresarial ICEX España Exportación e Inversiones 
preservará su naturaleza de entidad pública empresarial y, con las especialidades 
contenidas en su legislación específica, se regirá por las disposiciones aplicables a 
dichas entidades en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, a excepción de lo dispuesto en los artículos 103.1 y 107.3 de la Ley, 
exclusivamente en lo que se refiere a la financiación mayoritaria con ingresos de 
mercado.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de 
evaluación ambiental.

Se modifica la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, en los 
siguientes términos:

Uno.  Se modifican los apartados 2, 3 y 4 del artículo 17, que quedan redactados 
como sigue:

«2.  El órgano ambiental dispondrá de un plazo máximo de dos meses, 
contados desde la recepción de la solicitud de inicio de la evaluación ambiental 
estratégica ordinaria, acompañada del borrador del plan o programa y de un 
documento inicial estratégico, para realizar las consultas previstas en el artículo 19.1 
y elaborar un documento de alcance del estudio ambiental estratégico regulado en 
el artículo 19.2.

3.  El plazo máximo para la elaboración del estudio ambiental estratégico, y 
para la realización de la información pública y de las consultas previstas en los 
artículos 20, 21, 22 y 23 será de nueve meses desde la notificación al promotor del 
documento de alcance.

4.  Para el análisis técnico del expediente y la formulación de la declaración 
ambiental estratégica, el órgano ambiental dispondrá de un plazo de cuatro meses, 
desde la recepción del expediente completo, de acuerdo con los artículos 24 y 25.»

Dos.  Se modifica el primer párrafo del apartado 1 del artículo 19, que queda 
redactado como sigue:

«1.  El órgano ambiental someterá el borrador del plan o programa y el 
documento inicial estratégico a consultas de las Administraciones públicas afectadas 
y de las personas interesadas, que se pronunciarán en el plazo de treinta días 
hábiles desde su recepción».
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Tres.  Se modifica el apartado 2 del artículo 22, que queda redactado como sigue:

«2.  Las Administraciones públicas afectadas, y las personas interesadas 
dispondrán de un plazo mínimo de treinta días hábiles desde que se les somete la 
versión inicial del plan o programa, acompañado del estudio ambiental estratégico 
para emitir los informes y alegaciones que estimen pertinentes».

Cuatro.  Se modifican los apartados 1 y 3 del artículo 25, que quedan redactados 
como sigue:

«1.  El órgano ambiental, una vez finalizado el análisis técnico del expediente 
formulará la declaración ambiental estratégica, en el plazo de cuatro meses 
contados desde la recepción del expediente completo».

«3.  La declaración ambiental estratégica se publicará en el «Boletín Oficial del 
Estado» o diario oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles 
siguientes a partir de su formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede 
electrónica del órgano ambiental.»

Cinco.  Se modifica el apartado 2 del artículo 26, que queda redactado como sigue:

«2.  En el plazo de diez días hábiles desde la adopción o aprobación del plan o 
programa, el órgano sustantivo remitirá para su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» o diario oficial correspondiente la siguiente documentación:

a)  La resolución por la que se adopta o aprueba el plan o programa, y una 
referencia a la dirección electrónica en la que el órgano sustantivo pondrá a 
disposición del público el contenido íntegro de dicho plan o programa.

b)  Un extracto que incluya los siguientes aspectos:

1.º  De qué manera se han integrado en el plan o programa los aspectos 
ambientales.

2.º Cómo se ha tomado en consideración en el plan o programa el estudio 
ambiental estratégico, los resultados de la información pública y de las consultas, 
incluyendo en su caso las consultas transfronterizas y la declaración ambiental 
estratégica, así como, cuando proceda, las discrepancias que hayan podido surgir 
en el proceso.

3.º  Las razones de la elección de la alternativa seleccionada, en relación con 
las alternativas consideradas.

c)  Las medidas adoptadas para el seguimiento de los efectos en el medio 
ambiente de la aplicación del plan o programa.»

Seis.  Se modifican el primer párrafo del apartado 4 y el apartado 5 del artículo 28, 
que quedan redactados como sigue:

«4.  El órgano ambiental consultará, por el plazo mínimo de treinta días hábiles, 
al promotor, al órgano sustantivo y a las Administraciones Públicas afectadas y 
personas interesadas previamente consultadas de acuerdo con el artículo 22, al 
objeto de que emitan los informes y formulen cuantas alegaciones estimen 
oportunas y aporten cuantos documentos estimen precisos. La consulta se realizará 
por medios electrónicos o cualesquiera otros, siempre que se acredite la realización 
de la consulta.

5.  El órgano ambiental, en un plazo de dos meses contados desde el inicio del 
procedimiento, resolverá sobre la modificación de la declaración ambiental 
estratégica que en su día se formuló.»
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Siete.  Se modifica el primer párrafo del apartado 2 del artículo 30, que queda 
redactado como sigue:

«2.  Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas 
consultadas deberán pronunciarse en el plazo máximo de veinte días hábiles desde 
la recepción de la solicitud de informe. Transcurrido este plazo sin que se haya 
recibido el pronunciamiento, el procedimiento continuará si el órgano ambiental 
cuenta con elementos de juicio suficientes para formular el informe ambiental 
estratégico. En este caso, no se tendrán en cuenta los pronunciamientos antes 
referidos que se reciban posteriormente.»

Ocho.  Se modifican los apartados 1 y 3 del artículo 31, que quedan redactados como 
sigue:

«1.  El órgano ambiental formulará el informe ambiental estratégico en el plazo 
de tres meses contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los 
documentos que la deben acompañar».

«3.  El informe de impacto ambiental se publicará en el «Boletín Oficial del 
Estado» o diario oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles 
siguientes a partir de su formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede 
electrónica del órgano ambiental.»

Nueve.  Se modifica el artículo 32, que queda redactado como sigue:

«Artículo 32.  Publicidad de la adopción o aprobación del plan o programa.

En el plazo de diez días hábiles desde la aprobación del plan o programa, el 
órgano sustantivo remitirá para su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o 
diario oficial correspondiente la siguiente documentación:

a)  La resolución por la que se adopta o aprueba el plan o programa aprobado, 
y una referencia a la dirección electrónica en la que el órgano sustantivo pondrá a 
disposición del público el contenido íntegro de dicho plan o programa.

b)  Una referencia al “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente 
en el que se ha publicado el informe ambiental estratégico.»

Diez.  Se modifican los apartados 2 y 4 del artículo 33, que quedan redactados como 
sigue:

«2.  Con carácter potestativo, el promotor podrá solicitar, de conformidad con 
el artículo 34, que el órgano ambiental elabore el documento de alcance del estudio 
de impacto ambiental. El plazo máximo para su elaboración es de dos meses.»

«4.  El análisis técnico del expediente de impacto ambiental y la formulación de 
la declaración de impacto ambiental se realizarán en el plazo de cuatro meses, 
contados desde la recepción completa del expediente de impacto ambiental.»

Once.  Se modifican los apartados 1 y 4 del artículo 34, que quedan redactados como 
sigue:

«1.  Con anterioridad al inicio del procedimiento de evaluación de impacto 
ambiental ordinaria, el promotor podrá solicitar al órgano ambiental que elabore un 
documento de alcance del estudio de impacto ambiental. El plazo máximo para la 
elaboración del documento de alcance es de dos meses contados desde la 
recepción de la solicitud del documento de alcance.»

«4.  Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas 
consultadas deberán pronunciarse en el plazo máximo de veinte días hábiles desde 
la recepción de la documentación. cv
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Transcurrido este plazo sin que se hayan recibido estos pronunciamientos, el 
procedimiento continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio 
suficientes para elaborar el documento de alcance del estudio de impacto ambiental. 
En este caso, no se tendrán en cuenta los pronunciamientos antes referidos que se 
reciban posteriormente.

Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficientes, bien porque 
no se hubiesen recibido los informes de las Administraciones públicas afectadas que 
resulten relevantes, o bien porque habiéndose recibido estos resultasen insuficientes 
para decidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente superior 
de aquel que tendría que emitir el informe, para que en el plazo de diez días hábiles, 
contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al órgano competente la 
entrega del correspondiente informe en dicho plazo, sin perjuicio de las 
responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora.

El requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al promotor, y 
suspende el plazo previsto para la elaboración del documento de alcance.

Si transcurrido el plazo de diez días hábiles otorgado al efecto, el órgano 
ambiental no ha recibido los informes de las Administraciones públicas afectadas 
que resulten relevantes para la determinación del alcance del estudio de impacto 
ambiental, el órgano ambiental elaborará el documento de alcance haciendo constar 
la ausencia de los informes solicitados para conocimiento del promotor y del órgano 
sustantivo.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la 
emisión del informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 
9/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.»

Doce.  Se modifica el tercer párrafo del apartado 2 del artículo 40, que quedan 
redactados como sigue:

«Si transcurridos dos meses el órgano sustantivo no hubiera remitido los 
informes solicitados o, si una vez presentados, su contenido sigue resultando 
insuficiente, el órgano ambiental requerirá personalmente al titular del órgano 
jerárquicamente superior de aquél que tendría que emitir el informe para que, en el 
plazo de diez días, contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al 
órgano competente la entrega del informe solicitado en el plazo de diez días, sin 
perjuicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la 
demora. El requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al 
promotor, y suspenderá el plazo para la formulación de la declaración de impacto 
ambiental.»

Trece.  Se modifica la redacción del apartado 3 del artículo 41, que queda redactado 
como sigue:

«3.  La declaración de impacto ambiental, se publicará en el «Boletín Oficial del 
Estado» o diario oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles 
siguientes a partir de su formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede 
electrónica del órgano ambiental.»

Catorce.  Se modifica el apartado 2 del artículo 46, que queda redactado como sigue:

«2.  Las Administraciones públicas afectadas y las personas interesadas 
consultadas deberán pronunciarse en el plazo máximo de veinte días desde la 
recepción de la solicitud de informe.

Transcurrido este plazo sin que se haya recibido el pronunciamiento, el 
procedimiento continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio 
suficientes para formular el informe de impacto ambiental. En este caso, no se 
tendrán en cuenta los pronunciamientos antes referidos que se reciban 
posteriormente.»
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Quince.  Se modifica la redacción de los apartados 1 y 3 del artículo 47, que quedan 
redactados como sigue:

«1.  El órgano ambiental formulará el informe de impacto ambiental en el plazo 
de tres meses contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los 
documentos que la deben acompañar.»

«3.  El informe de impacto ambiental se publicará en el “Boletín Oficial del 
Estado” o diario oficial correspondiente, en el plazo de los diez días hábiles 
siguientes a partir de su formulación, sin perjuicio de su publicación en la sede 
electrónica del órgano ambiental.»

Dieciséis.  Se modifica el apartado 4 del artículo 48, en los siguientes términos:

«4.  En el supuesto previsto en artículo 47.2.b), en el plazo más breve posible 
y, en todo caso, en los diez días hábiles desde que adopte la decisión de autorizar 
o denegar el proyecto, se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial 
correspondiente, para su publicación, un extracto del contenido de dicha decisión.

Asimismo, publicará en su sede electrónica el contenido de la decisión y las 
condiciones que eventualmente la acompañen, los principales motivos y 
consideraciones en los que se basa la decisión, incluida la información recabada de 
conformidad con el artículo 46, y cómo esa información se ha incorporado o 
considerado, en particular, las observaciones recibidas del Estado miembro afectado 
a las se refiere el artículo 49, y una referencia al “Boletín Oficial del Estado” o diario 
oficial correspondiente en el que se publicó el informe de impacto ambiental.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2018.

Se modifica la disposición adicional segunda de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2018., que queda redactada en los 
siguientes términos:

«Con la finalidad de atender al cumplimiento de los objetivos de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera, la concesión de préstamos y anticipos 
financiados directa o indirectamente con cargo al Capítulo 8 de los Presupuestos 
Generales del Estado se ajustará, a las siguientes normas:

a)  Salvo autorización expresa de la Ministra de Hacienda no podrán 
concederse préstamos y anticipos al tipo de interés inferior al de la Deuda emitida 
por el Estado en instrumentos con vencimiento similar.

En el supuesto de préstamos y anticipos a conceder a través de procedimientos 
de concurrencia competitiva, el citado requisito deberá cumplirse en el momento 
anterior a la aprobación de la convocatoria.

La determinación del tipo de interés deberá quedar justificada en el expediente 
por el correspondiente órgano gestor. En los supuestos en que no fuera posible una 
relación directa con la referencia indicada, se acompañará informe de la Secretaría 
General de Tesoro y Política Financiera.

Esta norma no será de aplicación a los siguientes casos:

–  Anticipos que se concedan al personal.
–  Anticipos reembolsables con fondos comunitarios.
–  Préstamos o anticipos cuyo tipo de interés se regule en normas de rango legal.
–  Subvenciones financiadas o reembolsables con fondos europeos.

b)  Los beneficiarios de los préstamos o anticipos deberán acreditar que se 
encuentran al corriente del pago de las obligaciones de reembolso de cualesquiera 
otros préstamos o anticipos concedidos anteriormente con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado. Corresponde al centro gestor del gasto comprobar el cv
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refiere a la preservación de las competencias del Estado, y serán evacuados, tras 
en su caso, los intentos que procedan de encontrar una solución negociada, en el 
plazo máximo de tres meses, transcurrido el cual se entenderán emitidos con 
carácter favorable y podrá continuarse con la tramitación del procedimiento de 
aprobación, salvo que afecte al dominio o al servicio públicos de titularidad estatal. 
A falta de solicitud del preceptivo informe, así como en el supuesto de disconformidad 
emitida por el órgano competente por razón de la materia, o en los casos de silencio 
citados en los que no opera la presunción del carácter favorable del informe, no 
podrá aprobarse el correspondiente plan territorial o urbanístico en aquello que 
afecte a las competencias estatales.

No obstante, si la Administración competente en materia territorial o urbanística 
no tuviera los elementos de juicio suficientes, bien porque no se hubiesen recibido 
los correspondientes informes que resulten relevantes, o bien porque, habiéndose 
recibido, resultasen insuficientes para decidir, requerirá personalmente al titular del 
órgano jerárquicamente superior de aquél que tendría que emitir el informe, para 
que, en el plazo de diez días hábiles, contados a partir de la recepción del 
requerimiento, ordene al órgano competente la entrega del correspondiente informe 
en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de las responsabilidades en que 
pudiera incurrir el responsable de la demora. El requerimiento efectuado se 
comunicará al promotor privado del instrumento de planificación, cuando sea el caso 
y éste último podrá también reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, de 
13 julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.»

Disposición final decimosegunda.  Cláusula de salvaguardia de rango reglamentario.

1.  Lo dispuesto en los artículos 63 y 64 del presente real decreto-ley tiene rango 
reglamentario.

2.  La modificación del Reglamento de emisiones industriales y de desarrollo de la 
Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación, prevista 
en la disposición final octava del presente real decreto-ley tiene rango reglamentario.

Disposición final decimotercera.  Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 30 de diciembre de 2020.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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